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INFORME SOBRE LA CONSULTA DE UNA COMUNIDAD AUTÓNOMA EN 
RELACIÓN CON EL COMPORTAMIENTO DE LAS DISTRIBUIDORAS 
ELÉCTRICAS ANTE LOS PRESUNTOS FRAUDES DE LOS 
CONSUMIDORES 
 
En el ejercicio de las funciones referidas en el apartado tercero.1 de la Disposición 

Adicional Undécima de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del Sector de Hidrocarburos, y de 

conformidad con el Real Decreto 1339/1999, de 31 de julio, por el que se aprueba el 

Reglamento de la Comisión Nacional de Energía, el Consejo de Administración de la 

Comisión Nacional de Energía, en su sesión del día 14 de junio de 2011, ha acordado 

emitir el siguiente 

 

INFORME 
 

1 ANTECEDENTES 

Con fecha 16 de diciembre de 2010 ha tenido entrada en el registro de la Comisión 

Nacional de Energía (CNE) oficio de COMUNIDAD AUTÓNOMA  por el que plantea 

consulta sobre una serie de cuestiones relacionadas con el comportamiento de las 

distribuidoras eléctricas ante los presuntos fraudes de los consumidores. 

En el citado oficio se pone de manifiesto que las distribuidoras, sin aviso previo, y casi 

siempre en ausencia del titular de la instalación efectúan inspecciones de los equipos de 

medida. Cuando de tales inspecciones se concluye unilateralmente que existe fraude, se 

repone el sistema para adecuarlo a la situación correcta y se remite al titular una factura 

que genera, en muchos casos, reclamaciones que llegan a la citada administración. 

En el citado oficio se explicita que hasta hace unos meses, la empresa distribuidora 

dominante en la provincia de […………..], a la cantidad a facturar tras la detección de 

fraude restaba lo efectivamente pagado en el año previo; no obstante, últimamente, y con 

independencia de lo facturado en el año previo, la detección del fraude genera una nueva 

factura que para nada tiene en cuenta lo efectivamente pagado por el consumidor durante 

el año previo. 
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En concreto, LA COMUNIDAD AUTÓNOMA formula a la CNE las cuestiones que se 

exponen, y responden, en el apartado 3 del presente Informe. 

 

2 NORMATIVA APLICABLE 
o Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico. 

o Ley 17/2007, de 4 de julio, por la que se modifica la Ley 54/1997, de 27 de noviembre. 

o Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, por el que se regulan las actividades de 

transporte, distribución, comercialización, suministro y procedimientos de autorización 

de instalaciones de energía eléctrica. 

o Real Decreto 1454/2005, de 2 de diciembre, por el que se modifican determinadas 

disposiciones relativas al sector eléctrico. 

 

3 CONSULTAS PLANTEADAS 
PRIMERA.- ¿Debemos considerar como correcta cualquier intervención de las 

empresas distribuidoras en el desarrollo de labores inspectoras sin la presencia del 

inspeccionado? 
El artículo 50 de la Ley 54/1997, sobre Suspensión del suministro, modificado por la Ley 

17/2007, prevé los supuestos en los que podrá suspenderse el suministro de energía 

eléctrica, distinguiendo los casos en los que se requerirá autorización administrativa 

previa y comunicación a los usuarios de aquellos otros en los que las empresas 

distribuidoras podrán proceder a la desconexión de determinadas instalaciones de forma 

inmediata en los casos que se determinen reglamentariamente. 

 

En este sentido, el artículo 87 del Real Decreto 1955/2000 establece que la empresa 

distribuidora podrá interrumpir el suministro de forma inmediata cuando, entre otras, se 

haya realizado un enganche directo sin previo contrato, se establezcan derivaciones para 

suministrar energía a una instalación no prevista en el contrato y/o se manipule el equipo 

de medida o control o se evite su correcto funcionamiento. Prosigue el citado artículo 

señalando que en todos los casos anteriores la interrupción del suministro se llevará a 

cabo por la empresa distribuidora y se comunicará a la Administración competente, por 

escrito o por cualquier otro medio aceptado entre las partes. 
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Por tanto, entiende esta Comisión que lo procedente sería que, ante la detección de un 

presunto fraude, la empresa distribuidora llevase a cabo las siguientes actuaciones:  

 

- Levantar el correspondiente Acta de Inspección en la que, haciendo uso de todos 

los medios a su alcance (fotografías, testigos, etc), se dejara la máxima constancia 

posible del fraude detectado; 

- Interrumpir el suministro; 

- Reponer el sistema para adecuarlo a la situación correcta; y 

- Comunicar a la Administración competente los hechos detectados en los términos 

que ésta tenga establecidos en su normativa. 

 

SEGUNDA.- ¿Debemos considerar como correcta la facturación complementaria 

tras la detección de fraude sin considerar en modo alguno lo facturado 

efectivamente en el año previo? 

El ya citado artículo 87 del Real Decreto 1955/2000 establece en su último párrafo que de 

no existir criterio objetivo para girar la facturación de estos supuestos –los fraudes- la 

empresa distribuidora la girará facturando un importe correspondiente al producto de la 

potencia contratada, o que se hubiese debido contratar, por seis horas de utilización 

diarias durante un año, sin perjuicio de las acciones penales o civiles que se puedan 

interponer. 

 

Cualquiera que fuera la metodología utilizada para facturar complementariamente - esto 

es, bien utilizando el criterio objetivo que existiera en el caso concreto o bien utilizando el 

cálculo alternativo – en todo caso, deberá detraerse lo que la distribuidora ya hubiera 

facturado inicialmente respecto del mismo periodo temporal posteriormente afectado por 

la facturación complementaria basada en la detección del fraude. 

 

Ello resulta así necesariamente, dado que los términos previstos por el último párrafo del 

artículo 87 del Real Decreto 1955/2000 no habilitan a las distribuidoras a, en caso de 

detección de fraude, facturar más del servicio efectivamente prestado, bien por 

determinación objetiva o estimativa del importe de la regularización de la facturación 
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inicialmente efectuada. Todo ello, sin perjuicio del régimen de imputación de los gastos 

por desconexión y conexión establecidos en el artículo 88 del citado Real Decreto. 


